Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que modifica beneficios penales de la ley Nº 18.216. (boletín Nº 2705-07)





Honorable Cámara:





	La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar el proyecto de la referencia, originado en una moción del diputado señor Sergio Elgueta Barrientos y copatrocinada por los diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Homero Gutiérrez Román, Jaime Mulet Martínez, Sergio Ojeda Uribe, Andrés Palma Irarrázaval e Ignacio Walker Prieto.


	Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:





	-Don Jaime Arellano Quintana, ministro de Justicia subrogante.


	-Don Francisco Maldonado Fuentes, jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia.


	-Don Fernando Londoño Martínez, abogado de la División mencionada.





OBJETO DEL PROYECTO





	La finalidad del proyecto se orienta a modificar el artículo 10 de la ley Nº 18.216, para establecer respecto de quienes estuvieren cumpliendo condena mediante la alternativa de la reclusión nocturna, dos formas substitutivas de cumplimiento en reemplazo de la mencionada reclusión, como son el arresto domiciliario y la prohibición de salir de la comuna o ámbito territorial de la residencia, las que procederían por las mismas causales que habilitan para pedir la suspensión de la reclusión nocturna, como, asimismo, para agregar como causal de substitución, el hecho de tener el condenado 75 o más años de edad.





�ANTECEDENTES





1.	La ley Nº 18.216 estableció una serie de medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, señalando en su artículo 1º que la ejecución de estas penas podrá suspenderse por el tribunal que las impuso, al conceder alguno de los siguientes beneficios alternativos: la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna y la libertad vigilada.


	En lo que interesa a este informe, el Párrafo 2º de su Título I se refiere a la reclusión nocturna, el que en su artículo 7º la define como el encierro en establecimientos especiales, desde las 22 horas de cada día hasta las 6 horas del día siguiente.


	Su artículo 8º señala los requisitos para su procedencia, indicando que se la podrá disponer:


a)	si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia condenatoria no excediere de tres años.


b)	si el reo no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito o lo ha sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no exceda de dos años o a más de una pena pero que en conjunto no excedan del límite de dos años, y


c)	si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades, móviles determinantes del delito permiten presumir que la medida de reclusión nocturna lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.


	Su artículo 12 establece un requisito más para la procedencia de este beneficio, exigiendo que el condenado a reclusión nocturna deberá satisfacer la indemnización civil, costas y multas impuestas por la sentencia, requisito del que podrá prescindir el tribunal en caso de impedimento justificado. 


	Su artículo 9º dispone que para los efectos del cumplimiento de la pena inicial, se computará una noche por cada día de privación o restricción de libertad.


	Su artículo 10 establece que en caso de enfermedad, de invalidez, o de embarazo y puerperio de la mujer que ocurran dentro del período de descanso maternal, es decir, seis semanas antes del parto y doce después de él, o de la ocurrencia de circunstancias extraordinarias que impidieren el cumplimiento de la reclusión nocturna o la transformaren en extremadamente grave, el tribunal, de oficio, a petición de parte o de Gendarmería de Chile, podrá suspender su cumplimiento, suspensión que se mantendrá por el tiempo que dure la causa que la motiva.


	Por último, cabe señalar que su artículo 11 dispone que en caso de quebrantamiento grave o reiterado, sin causa justificada, de la medida de reclusión nocturna, el tribunal, de oficio o a petición de Gendarmería, revocará la medida y dispondrá la ejecución de la pena original por el lapso pendiente.


2.	El artículo 195 del Código del Trabajo, ubicado en el Título II de su Libro II, que trata de la protección a la maternidad, establece en su inciso primero que las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él.


3.	La Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, suscrito por Chile el 22 de noviembre de 1969, ratificado con fecha 21 de agosto de 1990 y, finalmente, publicado mediante el decreto Nº 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.


	Esta Convención, en el artículo 5º de su capítulo II que trata de los derechos civiles y políticos, consagra el derecho a la integridad personal, disponiendo que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.


	Agrega la norma que nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.


	Añada que la pena no puede trascender de la persona del delincuente y que los procesados deben estar separados de los condenados, salvo circunstancias excepcionales, debiendo ser sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas.


	Por último, establece que las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados.


4.	Los fundamentos de la moción reconocen el avance representado por la ley Nº 18.216 en cuanto a humanizar las penas mediante la substitución de los castigos privativos de libertad, circunstancia que ha significado un gran alivio para los condenados y para el sistema carcelario, siempre afectado por problemas de hacinamiento.


	No obstante, estiman que dicha ley, vigente desde el 14 de mayo de 1983, requiere perfeccionamientos acordes con las experiencias ganadas durante el tiempo de su aplicación y para dar cumplimiento a los mandatos contenidos en los tratados internacionales ratificados por Chile, los que exigen respetar la integridad física, psíquica y moral de las personas y que obligan en virtud de lo dispuesto en el artículo 5º de la Constitución Política.


	Comentan, en seguida, el artículo 10 de la ley Nº 18.216, el que admite la alternativa de la reclusión nocturna para los condenados afectos a privación de libertad por menos de tres años, pudiendo excepcionarse de esta forma y suspender su aplicación en los casos de enfermedad, invalidez o embarazo y puerperio ocurrido dentro del período comprendido entre las seis semanas anteriores al parto y las doce posteriores, o bien, en casos de circunstancias extraordinarias que impidieren el cumplimiento en esta forma especial o la tornaren extremadamente grave. La suspensión podrá ser decretada por el juez obrando de oficio o a petición de parte o de Gendarmería de Chile, persistiendo mientras dure la causa que la motiva.


	Añaden que, en la práctica, esta forma de cumplimiento se aplica a los responsables de simples delitos o de delitos patrimoniales, sin que se consideren alternativas más estables como el arresto domiciliario o la permanencia obligada en una localidad o comuna de donde se podrá salir en forma transitoria si se cuenta con el correspondiente permiso judicial. 


	Terminan señalando que parece conveniente, asimismo, considerar como excepción al cumplimiento de la pena por medio de la reclusión nocturna, el hecho de tener el condenado 75 o más años de edad, sea al momento de ser condenado o durante el cumplimiento de la condena, recordando que en otros países tener tal edad implica la inaplicabilidad de cualquier forma de privación de libertad en un recinto carcelario.





IDEAS MATRICES DEL PROYECTO, CONSTITUCIONALIDAD 


DE LAS MISMAS Y SÍNTESIS DE SUS DISPOSICIONES





	La idea central del proyecto se orienta a:


1.	establecer dos formas substitutivas de la reclusión nocturna -arresto domiciliario y prohibición de salir de determinado ámbito territorial- aplicables por las causales que actualmente habilitan para disponer su suspensión, es decir, en casos de enfermedad, invalidez, embarazo y puerperio durante el período de descanso maternal o la ocurrencia de circunstancias especiales que impidan el cumplimiento de la reclusión nocturna o la transformen en extremadamente grave.


2.	agregar, asimismo, como causal de substitución de la reclusión nocturna, la circunstancia de tener el condenado 75 o más años de edad. 


	Tal idea, la que es propia de ley conforme al principio de la jerarquía de las normas de derecho, el proyecto la concreta por medio de un artículo único que introduce las correspondientes modificaciones mediante la substitución del artículo 10 de la ley Nº 18.216.





DISCUSIÓN DEL PROYECTO





	En atención a que el Presidente de la Comisión incluyó este proyecto en la tabla de Fácil Despacho, se procedió, simultáneamente, a discutirlo en general y en particular.


a)	El diputado señor Elgueta fundamentó la moción en la necesidad de efectuar correcciones modernizadoras a la medida de reclusión nocturna, señalando que la actual disposición contenida en el artículo 10 de la ley Nº 18.216, permite suspender esa medida alternativa, la que sólo puede aplicarse a personas condenadas a menos de tres años de privación o restricción de libertad, por las razones que ese mismo artículo indica, es decir, enfermedad, invalidez, estado de embarazo y puerperio de la mujer dentro de los plazos que señala el artículo 195 del Código del Trabajo, y la ocurrencia de circunstancias extraordinarias que impidieren su cumplimiento o lo hicieren extremadamente grave, por el tiempo que dure el impedimento. Es decir, si se tratare de una enfermedad que tuviere una duración de quince días, la suspensión tendría igual duración..


	Agregó que en el país, de acuerdo a las cifras conocidas, alrededor de 1.900 personas cumplen sus condenas mediante la forma alternativa de la reclusión nocturna, lo que les significa tener que recogerse a un establecimiento penitenciario entre las diez de la noche y las seis de la mañana del día siguiente, cuestión relativamente fácil de cumplir en los grandes centros urbanos, pero no tanto en los lugares más apartados, en que suele ser común que los reos tengan sus residencias o sus casas a 50 o más kilómetros de distancia del respectivo centro de reclusión, o en islas, como sucede en muchas partes de su distrito, lo que les significa consumir largo tiempo en los viajes de ida y regreso, haciéndoles imposible trabajar, circunstancias que inducen a los jueces a no dar lugar a esta forma alternativa. En atención a lo anterior y teniendo presente que las medidas alternativas al cumplimiento de penas privativas o restrictivas de libertad, buscan ayudar a la reinserción social de los penados, cree necesario analizar la aplicación de otras medidas, similares a las previstas en el nuevo Código Procesal Penal, consistentes en el arresto domiciliario o la prohibición de salir de determinado territorio.


	Asimismo, dijo creer necesario y más acorde con los compromisos internacionales adquiridos por Chile, establecer una nueva causal de suspensión basada en la edad del afectado, en este caso 75 años, toda vez que en muchos países se considera inadecuado mantener la privación de libertad en recintos carcelarios una vez alcanzado ese tiempo de vida.


	Cerrado finalmente el debate, la Comisión aprobó la idea de legislar por unanimidad. (Votaron a favor los diputados señora Soto y señores Bartolucci, Coloma, Elgueta, Huenchumilla, Aníbal Pérez e Ignacio Walker).


b)	Entrando derechamente a la discusión de los términos del artículo único, los representantes del Ministerio de Justicia dijeron coincidir plenamente con los objetivos del proyecto, pero estimaron que la substitución por el arresto domiciliario que se propone para la reclusión nocturna, podría generar efectos no deseados para los reos, por cuanto los pondría en la circunstancia de cambiar su situación por una más restrictiva de libertad, ya que, tal como lo concibe el proyecto, el arresto domiciliario tendría carácter permanente. Es decir, se estaría ante una situación que inspirada en favorecer a los penados, para muchos de ellos, sin embargo, resultaría más gravosa dado el carácter de permanencia que tendría. Por ello, se mostraron partidarios de suprimir la posibilidad del arresto domiciliario como alternativa a la reclusión nocturna, o bien, establecerlo en términos análogos a la citada reclusión nocturna, es decir, entre las diez de la noche y las seis de la mañana del siguiente día.


	Igualmente, estimaron que el inconveniente expuesto en el párrafo anterior, podría salvarse entregando solamente al condenado la iniciativa para solicitar la medida substitutiva de la reclusión nocturna, ya que es él el que mejor conoce lo que le conviene, eliminando la facultad que se le concede al juez para actuar de oficio y la que se le otorga a Gendarmería para solicitarla, especialmente a esta última institución por cuanto estimaron que el trato cotidiano con los reclusos podría sesgar negativamente su opinión. Por las mismas razones, consideraron que la petición del afectado debería ser concreta en cuanto a referirse a una determinada medida a fin de que la decisión no quedara, en definitiva, a elección del juez, quien podría, en el caso de tener plena libertad de decisión, adoptar una resolución que no fuera beneficiosa para el reo.


	Por último, echaron de menos una norma que se refiriera al control de las medidas propuestas, estimando que ello debería entregarse a Carabineros por ser la institución con más presencia física a lo largo del territorio, remitiendo las especificaciones propias de la función al dominio reglamentario.


	La Comisión acogió la posición de los representantes del Ejecutivo, y, sin perjuicio de corregir la referencia al artículo 181 del Código del Trabajo, por otra al artículo 195 ya que esta última es la disposición que corresponde, y rebajar el requisito de la edad a 70 años, procedió a pronunciarse sobre la siguiente indicación substitutiva propuesta por el diputado señor Elgueta:


	“Artículo único.- Modifícase la ley Nº 18.216 en los siguientes términos:


	Nº 1.- Substitúyese el artículo 10 por el siguiente:


	“Artículo 10.- En caso de embarazo y puerperio coincidentes con los períodos indicados en el artículo 195 del Código del Trabajo, de enfermedad; de invalidez o de la ocurrencia de circunstancias extraordinarias que impidieren el cumplimiento de la reclusión nocturna o lo transformaren en extremadamente grave, el tribunal, sólo a petición de parte y exclusivamente por el tiempo que durare el impedimento, podrá suspender el cumplimiento de la reclusión nocturna, o bien decretar alguna de las siguientes medidas substitutivas:


a)	arresto domiciliario nocturno, en los términos a que alude el artículo 7º de esta ley;


b)	prohibición de salir de la comuna en la cual resida el condenado o del ámbito territorial que fije el tribunal, el cual, no obstante, podrá autorizar la salida temporal en caso de enfermedad o muerte del cónyuge o de hijos u otros parientes por consanguinidad.


	Asimismo, tratándose de condenados que tuvieren más de setenta años, el tribunal, sólo a petición del condenado y por todo el tiempo que restare para el cumplimiento de la reclusión nocturna, podrá decretar alguna de las medidas mencionadas en las letras a) y b) anteriores.


	Las medidas tratadas en este artículo no podrán decretarse sin previa acreditación de los respectivos impedimentos o circunstancias por el Servicio Médico Legal o por el Servicio de Registro Civil e Identificación, en su caso.


	Por otra parte, el tribunal no podrá denegar la solicitud del condenado o decretar una medida distinta de la específica solicitada, sino por resolución fundada.


	Nº 2.- Incorpórase el siguiente artículo 10 bis:


	“Artículo 10 bis.- Las medidas mencionadas en las letras a) y b) del artículo precedente serán controladas en la forma y por la autoridad administrativa que al efecto determine el tribunal. En todo caso, la forma de control no podrá jamás importar una restricción de libertad superior a la supuesta por la medida en cuestión, ni afectar o impedir el libre ejercicio de otros derechos garantizados en la Constitución.”.


	La Comisión acogió íntegramente y en iguales términos la proposición contenida en el �Nº 1, pero respecto del Nº 2 estimó que podría existir un vicio de constitucionalidad en la facultad que se entregaba a la autoridad administrativa, materia que sería de iniciativa del Jefe del Estado, como también que la oración final pareciera redundante.


	En consecuencia, a sugerencia del diputado señor Walker, concordó el siguiente texto para este número:


	“Artículo 10 bis.- El cumplimiento de las medidas mencionadas en las letras a) y b) del artículo precedente será controlado en la forma que determine el tribunal”.


	Se aprobó la indicación y su correspondiente modificación por unanimidad.





CONSTANCIA





	Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1º	Que la disposición única del proyecto no tiene rango de ley orgánica constitucional o que requiera aprobarse con quórum calificado.


2º	Que la citada disposición no es de la competencia de la Comisión de Hacienda.


3º	Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad.


4º	Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.





-o-





	Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:





PROYECTO DE LEY:





	“Artículo único.- Modifícase la ley Nº 18.216 en los siguientes términos:


	Nº 1.- Substitúyese el artículo 10 por el siguiente:


	“Artículo 10.- En caso de embarazo y puerperio coincidentes con los períodos indicados en el artículo 195 del Código del Trabajo, de enfermedad; de invalidez o de la ocurrencia de circunstancias extraordinarias que impidieren el cumplimiento de la reclusión nocturna o lo transformaren en extremadamente grave, el tribunal, sólo a petición de parte y exclusivamente por el tiempo que durare el impedimento, podrá suspender el cumplimiento de la reclusión nocturna, o bien decretar alguna de las siguientes medidas substitutivas:


a)	arresto domiciliario nocturno, en los términos a que alude el artículo 7º de esta ley;


b)	prohibición de salir de la comuna en la cual resida el condenado o del ámbito territorial que fije el tribunal, el cual, no obstante, podrá autorizar la salida temporal en caso de enfermedad o muerte del cónyuge o de hijos u otros parientes por consanguinidad.


	Asimismo, tratándose de condenados que tuvieren más de setenta años, el tribunal, sólo a petición del condenado y por todo el tiempo que restare para el cumplimiento de la reclusión nocturna, podrá decretar alguna de las medidas mencionadas en las letras a) y b) anteriores.


	Las medidas tratadas en este artículo no podrán decretarse sin previa acreditación de los respectivos impedimentos o circunstancias por el Servicio Médico Legal o por el Servicio de Registro Civil e Identificación, en su caso.


	Por otra parte, el tribunal no podrá denegar la solicitud del condenado o decretar una medida distinta de la específica solicitada, sino por resolución fundada.


	Nº 2.- Incorpórase el siguiente artículo 10 bis:


	“Artículo 10 bis.- El cumplimiento de las medidas mencionadas en las letras a) y b) del artículo precedente será controlado en la forma que determine el tribunal”.





	Sala de la Comisión, a 21 de agosto de 2001.





	Se designó diputado informante al señor Sergio Elgueta Barrientos.





	Acordado en sesiones de fechas 19 de junio y 4 de julio y 21 de agosto del año en curso, con la asistencia del diputado señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), de la diputada señora Laura Soto González y de los diputados señores Francisco Bartolucci Johnston, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Sergio Elgueta Barrientos, Francisco Huenchumilla Jaramillo y Aníbal Pérez Lobos.











EUGENIO FOSTER MORENO


Secretario








